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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 
16 de marzo de 2006, ha exami-
nado el expediente de responsa-
bilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx, y a la 
vista del mismo y tal como corres-
ponde a sus competencias, emite, 
por unanimidad, el siguiente 

 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 El día 14 de febrero de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 17 de febrero de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 208/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Madrid López. 
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Primero.- El 24 de noviembre de 2004 tiene entrada en el registro 
general del Ayuntamiento de xxxxx un escrito por el que D. xxxxx reclama el 
abono de los daños producidos como consecuencia de la deficiente señalización 
de la calzada por la que circulaba. 
 

Señala que “debido a la mala señalización de los semáforos que regulan 
la glorieta xxxx de xxxxx, el jueves día 11 de noviembre circulando por el Paseo 
xxxxx, e intentando hacer el giro en dicha rotonda al estar el primer semáforo 
en verde y no poder ver los segundos que según parece estaban en rojo, por la 
mala orientación en que están colocados, tuve un accidente con un coche que 
circulaba dirección xxxxx”. 
 

Solicita “el cobro de una indemnización cuya cuantía ascienda al menos 
al importe indicado en la «factura pro forma» (…) emitida por el taller de 
reparación donde he llevado mi vehículo, en concepto de los daños y perjuicios 
causados por los hechos anteriormente descritos, cuyo supuesto responsable ha 
sido la mala coordinación de las señales luminosas ubicadas en la rotonda antes 
mencionada, planificada por el Departamento de Tráfico del Ayuntamiento de 
xxxxx”. 
 

Adjunta una fotocopia de la factura pro forma emitida por Talleres ttttt, 
S.L., el 22 de noviembre de 2004, en la que se valora la reparación de los 
daños sufridos por el vehículo matrícula xxxx en 632,29 euros. 
 

Segundo.- Previa solicitud por parte de la Secretaria de la Comisión de 
Economía y Hacienda del Ayuntamiento de xxxxx, se incorpora al expediente el 
informe emitido por el Servicio de Tráfico de la Policía Local de xxxxx el 12 de 
enero de 2005 que señala, en relación con la reclamación presentada, lo 
siguiente: 
 

“1) La regulación semafórica es correcta, estando señalizada 
horizontalmente la línea de parada que avisa de dicha regulación semafórica. 
 

»2) La modificación realizada en la programación lo que hace es 
mejorar el cruce, no queriendo indicar que anteriormente fuera incorrecta”. 
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Solicitado informe de la Asesoría Jurídica de la Corporación local, éste es 
emitido el 9 de mayo de 2005, concluyendo que “el reclamante no acredita por 
ningún medio válido en Derecho la producción del accidente al que se imputa la 
responsabilidad patrimonial del Ayuntamiento de xxxxx. (…). Por otra parte, el 
Servicio de Tráfico informa que la señalización semafórica y horizontal de la 
glorieta es correcta. (…) procede desestimar la reclamación”. 
 

Tercero.- Con fecha 2 de junio de 2005 se notifica al interesado el 
correspondiente trámite de audiencia, presentando éste el 9 de junio de 2005 
un escrito de alegaciones en el que expone: 
 

“1- En la carta de reclamación aparece mi nombre, DNI, domicilio 
y la mención expresa de la factura pro forma de un taller en el que consta la 
matrícula del vehículo, por lo que éste sí está identificado. 
 

 »2- Por supuesto que la señalización semafórica actual es correcta 
(…) dicha señalización fue cambiada 2 días después de sufrir el accidente. (…). 
 

 »3- Los partes de accidente de las compañías de seguros 
correspondientes fueron cumplimentados con la ayuda de un policía local 
motorizado. No sería demasiado difícil si hubiera algún interés por parte de la 
autoridad competente averiguar quién estaba en activo ese día, en ese lugar y 
en esa hora o quién intermedió en el susodicho accidente”. 
 

Cuarto.- Previo requerimiento por parte de la instructora del 
expediente, el 26 de octubre de 2005 el asesor jurídico del Ayuntamiento emite 
un nuevo informe en el que señala que “antes de emitir el correspondiente 
informe jurídico, esta Asesoría Jurídica interesa la práctica de las siguientes 
diligencias: 
 

 »a) Se requiera a la Policía Local informe sobre la titularidad del 
vehículo xxxx el día 11 de noviembre de 2004. 
 

 »b) Se requiera del Servicio de Tráfico croquis sobre la regulación 
semafórica y señalización horizontal de la glorieta del xxxx de xxxxx y aledaños 
en ese día. 
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 »c) Se requiera al reclamante para que presente los partes del 
accidente”. 
 

Previo requerimiento al interesado mediante escrito notificado el 3 de 
noviembre de 2005, éste presenta, el 4 de noviembre de 2005, una copia del 
parte amistoso del accidente sufrido el 11 de noviembre de 2004, en el que se 
señala que el interesado (conductor B) “no respetó la señal de preferencia”. 
 

Además, como consecuencia de la práctica de las diligencias señaladas 
en el informe jurídico, se incorporan al expediente los siguientes informes: 
 
  - El emitido por la Policía Local el 9 de noviembre de 2005, en el 
que manifiesta que “consultados los antecedentes se ha comprobado como 
desde el 29-04-94 (fecha de matriculación) hasta el día de hoy, ha figurado 
como titular la misma persona, D. xxxxx”. 

 
  - El del Servicio de Tráfico de la Policía Local, de fecha 7 de 
diciembre de 2005, con el que se adjunta la documentación relativa a la 
“programación del regulador (diagrama de barras) y plano de situación de los 
diferentes grupos semafóricos existentes en la Rotonda de xxxx de xxxxx, junto 
con la señalización vertical y horizontal de dicha Glorieta”, así como “tres 
fotografías tomadas desde los puntos marcados en el plano antes referido, 
donde se puede apreciar con claridad la visión de las dos líneas de «pare» y los 
estados de color de los semáforos del grupo 8 y grupo 11, que 
independientemente del estado en que esté el grupo número 8 es 
perfectamente visible el estado del grupo número 11, junto a su línea de 
«pare»”. 
 

El 20 de diciembre de 2005 el asesor jurídico del Ayuntamiento emite un 
nuevo informe en el que expone que “examinados el croquis y las fotografías 
presentadas en el Servicio de Tráfico se comprueba que la parada era exigida 
no solamente por el semáforo (grupo 11) que se encontraba en rojo, sino 
además por la señalización vertical (señal de stop) y por la señalización 
horizontal (línea de pare), señalización toda ella suficiente que evidencia que si 
el reclamante no paró fue porque no conducía con la diligencia debida”. 
Concluye que “procede desestimar la reclamación formulada”. 
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Quinto.- Notificado al interesado el correspondiente trámite de 
audiencia el 4 de enero de 2006, éste presenta el 11 de enero un escrito en el 
que señala: 
 

“1- (…) al estar en verde el primer semáforo, las señales 
posteriores horizontal y vertical son anuladas por el mismo ya que el semáforo 
tiene preferencia sobre las demás. 
 

»2- El semáforo que yo no respeté estaba oculto por la vegetación 
y por la propia señal vertical de «stop» asociada. Por tal motivo, al no poder 
verse ese segundo semáforo, la consecuencia lógica es pensar que el «stop» 
está asociado junto al primer semáforo que es que estaba en verde (…)”. 
 

Sexto.- El 31 de enero de 2006 la Comisión Informativa de Economía y 
Hacienda del Ayuntamiento formula la correspondiente propuesta de resolución 
en la que, a la vista del informe jurídico, se propone desestimar la reclamación 
formulada. 
 
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en el interesado los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Alcalde del Ayuntamiento, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el artículo 
142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
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 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos como consecuencia de la 
deficiente señalización de la calzada por la que circulaba. 
 
 El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. En efecto, el suceso aconteció el 11 de noviembre de 
2004 y la reclamación se formuló el día 24 del mismo mes y año. 
 
 En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, reproducido, prácticamente de forma 
literal, por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre. 
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Por su parte, es preciso poner en relación el artículo 85 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, anteriormente citada, que declara que son servicios 
públicos locales cuantos tiendan a la consecución de los fines señalados como 
de la competencia de las entidades locales, con el artículo 25.2.b) de dicha 
norma, que declara que el municipio ejercerá en todo caso competencia en lo 
relativo a la ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas. 
 

De los documentos obrantes en el expediente, y en particular del parte 
amistoso de accidente de tráfico, parece deducirse que el interesado “no 
respetó la señal de preferencia”, circunstancia que provocó el accidente de 
tráfico que originó la reclamación de responsabilidad patrimonial. A lo largo de 
los distintos escritos que presenta el reclamante, éste alega que no pudo ver 
los segundos semáforos, “que según parece estaban en rojo, por la mala 
orientación en que están colocados”, así como que “al estar en verde el primer 
semáforo, las señales posteriores horizontal y vertical son anuladas por el 
mismo ya que el semáforo tiene preferencia sobre las demás. El semáforo que 
yo no respeté estaba oculto por la vegetación y por la propia señal vertical de 
«stop» asociada”. 
 
 De estas afirmaciones parece deducirse claramente que el reclamante 
admite que no respetó un semáforo en rojo, y el hecho de que la señal de stop 
impidiera –según sus propias palabras– su visión, no le eximía de la obligación 
de parar el coche puesto que ésta es la respuesta adecuada a esta señal (la de 
stop). 
 

En cualquier caso, las afirmaciones del interesado, sobre el que recae la 
carga de la prueba (aunque la actividad probatoria desempeñada por el 
reclamante lo ha sido sólo a instancias de la Administración), de acuerdo con 
los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, quedan 
desvirtuadas por lo señalado en los distintos informes del Servicio de Tráfico de 
la Policía Local. En concreto, del emitido el 7 de diciembre de 2005 se deduce 
que “la parada era exigida no solamente por el semáforo, que se encontraba en 
rojo (y que el interesado sostiene que no era visible), sino por la señalización 
vertical (stop) y horizontal (línea de pare), lo que impide apreciar el 
indispensable nexo de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y 
la producción del daño. 
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 En conclusión, procede determinar que no se dan los requisitos 
legalmente exigidos para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial 
administrativa. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos en un accidente por el mal 
estado de la calzada. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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